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de conclusiones dictaminadas por la Ponencia. Leidos el dictamen y las
enmiendas, s¢ procederia a su discusién, con turnos a favor y en contra
de cada enmienda. Terminada la discusién, la Mesa de Ponencia manifestaria
si mantenia integramente su dictamen o si, por el contrario, admitia mo-
dificaciones al mismo, expresando en este caso gué modificaciones debian
introducirse.

De acuerdo a lo previsto en el propio Reglamento del Congreso, el resul-
tado de las votaciones sobre las enmiendas no seria vinculante para la
ponencia dictaminadora, que podria, no obstante las enmiendas fuesen apro-
badas en la Seccién, someter sus propuestas de conclusiones a la aprobacién
del Pleno. Por otra parte, las enmiendas sostenidas en las secciones que,
siendo rechazadas, hubiesen obtenido, sin embargo, un treinta por ciento
de los votos de la Seccién correspondiente, podrian reproducirse ante el
Pleno para su aprobacién.

En las sesiones plenarias —bajo la presidencia de la Mesa del Congreso,
v establecida, asimismo, una Mesa de Ponencia—- se procederia a la discu-
sién y aprobacién, en su caso, de las conclusiones acordadas en la seccién
u originales de las ponencias, o de las enmiendas que, reglamentariamente,
se hubiesen elevado al Pleno. Podrian intervenir en las sesiones plenarias
todos los congresistas, si bien tinicamente podrian votar en ellas ocho repre-
sentantes, como méximo, por cada territorio: a saber, el territorio de Dere-
cho comun, los territorios con Estatutos de Autonomia y Derecho privado
propio —Catalufia, Pais Vasco y Galicia—, Aragém, Baleares y Navarra.
Tales representantes o compromisarios serian elegidos mayoritariamente por
los congresistas del territorio respectivo. Para la aprobacién de cualquier
propuesta, bastaria la mayoria simple de los votos. La votacién se haria
publicamente, a mano alzada (4).

III. La sesion solemne de apertura del Congreso tuvo lugar en la tarde
del jueves, 29 de octubre, en el Paraninfo de la Universidad, siendo presi-
dida por el Excmo. Sr. Presidente del Consejo General del Poder Judicial,
don Federico Carlos Sainz de Robles. Tras declarar la inauguracién del Con-

(4 Adviértase, pues, que mientras en las secciones la fuerza del voto
de los congresistas procedentes de los distintos territorios con Derecho civil
propio estaba en directa proporcién a su nimero, pues en la seccién todos
los congresistas a ella adscritos y asistentes tenian derecho a voto, en
cambio, en el Pleno del Congreso la relacién de fuerzas se alteraba profun-
damente, pues aqui, los congresistas adscritos a los distintos territorios con
Derecho civil propio, con independencia de su ntmero, quedaban igualmen-
te representados por el mismo niimero de compromisarios con derecho a
voto (salvo Galicia, que, al contar sélo con tres congresistas, sélo quedé
reépresentada por tres compromisarios en el Pleno). Resulté asi, por ejem-
plo, que todos los congresistas procedentes de Vizcaya y Alava —que fue-
ron &n total ocho-— tuvieron, cada uno, derecho a votar en el Pleno, mien-
tras’que —v, gr.— los congresistas procedentes de territorio de Derecho co-
min —en total, sesenta y ocho— sélo pudieron igualmente emitir ocho vo-
tos en las sesiones plenarias del Congreso, Ello explica, como se verd mas
adelante, que algunas conclusiones rechazadas en la Seccién 1.+ fueran
luego qprobadas en €l Pleno, como conclusiones definitivas del Congreso, y
que, viceversa, algunas conclusiones aprobadas en la Seccién 1.* fueran
luego rechazadas en el Pleno.
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greso el Secretario General del mismo, doctor don José Luis Merino y Her-
nandez, intervino el Ilmo. Sr. don José Luis Lacruz Berdejo, Presidente de
la Comisién Ejecutiva del Congreso, dirigiendo unas palabras de bienvenida
a todos los congresistas. Posteriormente, el Excmo. Sr. don Federico Carlos
Sainz de Robles, como Presidente de la sesién inaugural, realizé una pro-
funda disertacién en torno a la figura del Tribunal Superior de Justicia,
destacando su significacién culminanie en la organizacién judicial de las
Comunidades Auténomas, sin perjuicio de la esfera propia de competencia
del Tribunal Supremo. Tras el acto de apertura del Congreso en el Paranin-
fo de la Universidad, dio su recepcion a los congresistas, en la propia Sala
Consistorial, el Excmo. Ayuntamiento de Zaragoza, pronunciando unas pala-
bras de bienvenida el Ilmo. Sr. Alcalde.

IV. Durante los dias viernes, 30 de octubre, en sesién de mafiana y
tarde, y sdbado, 31, en sesién de la mafiana, se desarrollaron separadamen-
te las reuniones de ambas secciones del Congreso: la Seccién 1.2, dedicada
al estudio del articulo 149, 1, 8, de la Constitucién, se reunié en la Real Aca-
demia de Medicina (antigua Facultad de Medicina), ¥y la Seccién 2.2, dedi-
cada al estudio de la vecindad civil, se reunié en el Salén de Actos de la
Excelentisima Diputacién Provincial de Zaragoza.

Reunida la Seccién 1* en la mafiana del viernes, 30 de octubre, se pro-
cedi6, en primer término, a votar la composicién de la Mesa que habria
de dirigir y moderar el curso de los debates, resultando elegidos don Anio-
nio Herndndez Gil, como Presidente, don Francisco Fernindez de Villavi-
cencio y Arévalo (que, durante algunas sesiones, sustituiria al alterior en el
ejercicio de las funciones de la presidencia de la Mesa), don Jaime Santos
Briz, don José Cerd4 Gimeno y don Eduarde Montull Lavilla. Integraron
la Mesa de Ponencia don Jestis Delgado Echeverria y don Javier Sancho-
Arroyo y Lépez de Rioboo.

A continuacién, la Mesa de Ponencia dio lectura a las propuestas de
conclusiones contenidas en su dictamen sobre el articulo 149, 1, 8, de la
Constitucién, que se habian formulado en los siguientes términos:

«Conclusidn 1. Las Comunidades Auténomas pueden asumir en sus Es-
tatutos, como competencia exclusiva, la legislacién sobre el Derecho civil
foral o especial en ellas existente, v asi lo han hecho las hasta ahora cons-
tituidas. Las leyes que al efecto emanen de las Comunidades Auténomas,
dentro del dmbito de su competencia, tienen el mismo rango y fuerza que
las leyes de las Cortes Generales, y estdn sélo sujetas a la Constitucién.

Conclusién 2% La competencia legislativa aludida mo se restringe, en

mOfio alguno, a la situacién actual de las Compilaciones vigentes, lo que
:c.ena va contradictorio con la idea misma de legislacién: legislar supone
innovar, Los Derechos civiles forales o especiales constituyen cada uno un
s1ste_ma, de que la correspondiente legislacién, e incluso la histérica, no
e‘s slno expresién parcial, informada por principios peculiares que le propor-
cionan posibilidades de autointegracién. Hasta donde lleguen estos princi-

pios informadores, llega la competencia legislativa de las Comunidades
Autdénomas.
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Conclusion 3.: Las Comunidades Autdénomas, en el Ambito material se-
fialado, podran desarrollar el Derecho hoy vigente acomodandolo a las nue-
vas y cambiantes necesidades de la sociedad, con la misma libertad con
que las Cortes Generales pueden alterar y modificar el Codigo civil.

Conclusién 4.°: Bs deseable que todos los territorios con Derecho civil
propio puedan disponer de su futuro a través de sus Organos legislativos
libremente elegidos, evitandose de este modo una desigualdad injustificada.

Atin antes de contar con Organos legislativos, seria deseable que no se
impongan a ningiin territorio con Derecho civil propio cambios en el mismo,
distintos de los gue voluntariamente acepte.

Conclusién 5.2 ILa Constitucidén garaniiza la pluralidad de regimenes ju-
ridicos civiles coexistentes en el territorio nacional, entendiéndolo no ya
como un problema, sino como un bien enriquecedor. La Comstitucidén de
1978, a diferencia de otras anteriores, no establece como un «desideratum»
la unificacién del Derecho civil (5).

Conclusién 6. A largo plazo —como conviene a una cuestion que los
siglos han ido configurando y, en muchos sentidos, complicando— sélo la
libre manifestaciéon de la voluntad de los pueblos de Espafia con Derecho
civil propio, permitirda la unificacién del Derecho civil en cuanto sea opor-
tuna en cada momento histérico.

Conclusion 7.2 La Constitucién es garanifa y limite de los Derechos civi-
les forales o especiales, como lo es del resto del ordenamicnto juridico
espafiol,

Las leyes de las Comunidades Auténomas en materia de Derecho civil
estan subordinadas a los preceptos constitucionales y sujetas al control de
constitucionalidad, en los mismos términos que las emanadas de las Cortes
Generales. La eficacia derogatoria de la Constitucién respecto de cuantas
disposiciones se opongan a lo establecido en ella alcanza a las Compilacio-
nes vigentes, del mismo modo que a las demds leyes espafiolas.»

Tras la lectura de las propuestas de conclusiones por la Mesa de la Po-
nencia, se inicié su discusién en la Seccién 1.* (Damos cuenta de las inter-
venciones que se sucedieron en las diversas reuniones de la Seccién 1.2, y de
las votaciones producidas en la misma, en base a las notas manuscritas que
nos ha entregado, como congresista adscrito a esta Seccién y presente en
todas sus reuniones, don Eduardo Martinez-Pifieiro Caramés, Notario del
Ilustre Colegio de Baleares y querido compafiero nuestro).

Intervino, en primer lugar, don Luis Martin-Ballestero y Costea, que ex-
presé su conviccién de que la Constitucién de 1978, en principio, no altera

(5 La Mesa de Ponencia, al dar lectura a las propuestas de conclusiones
contenidas en su dictamen, manifesté que el texto definitivo dictaminado
por ella como conclusién 5. era el que hemos transcrito, si bien su redac
cxén_originaria habia sido otra. La conclusién 5 del dictamen de la Po-
nencia se habia formulado, en su redaccién primitiva, con el tenor siguien-
te: «La Constitucién garantiza la pluralidad de regimenes juridicos civiles
coexistentes en el territorio mnacional, entendiéndolo no ya como un proble-
ma, sino como un bien enriquecedor. La unificacién del Derecho civil ha
dejado de ser un «desideratum» constitucionals.
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la subsistencia y vigor de los Derechos Forales, tal y como estaban recono-
cidos en el articulo 12 del Cédigo civil, a su publicacién, y en el articulo 2
del Decreto de 31 de mayo de 1974, que sanciond con fuerza de ley el texio
articulado del nuevo Titulo Preliminar del Cédigo civil; don Luis Mpriin-Ba-
lestero anuncié también su resolucién de volver a intervenir sobre el mismo
tema en la sesién.plenaria del Congreso.

Tomé a continuacién la palabra don Francisco Salinas Quijada, como con-
gresista procedente del territorio de Navarra, para formular una enmienda
a la totalidad del dictamen de la ponencia, que no fue aceptada.

Seguidamente, hablé don Gabriel Garcia Cantero —como congresista ads-
crito a territorio de Derecho comiin—, quien, haciendo referencia a la Con-
clusién 52 de la ponencia, expresé que, a su juicio, la unificacién del Dere-
cho civil constituye todavia hoy un ideal valido, y no debe pensarse que haya
dejado de ser un «desideratum», como la ponencia presupone. Sefialé incluso
que, a su parecer, lo oportuno seria fijar un plazo de tiempo, no demasiado
largo, para que las diversas Comunidades Auténomas realicen la modifica-
cién y desarrollo de sus derechos privativos, a fin de convocar luego otro
Congreso que estudie la unificacién legislativa civil.

En el mismo sentido intervino, a continuacién, don Jestis Lépez Medel,
como congresista adscrito a territorio de Derecho Aragonés, quien sugirid la
conveniencia de suprimir, en la redaccién de la conclusién 5.° de la Ponencia,
la frase alusiva al hecho de que la unificacién del Derecho civil no sea un
«desideratum» constitucional, pues, a su juicio, no hay razones que permitan
estimar que la Constitucién excluya aprioristicamente la hipdtesis de un
Detrecho civil general, ni mucho menos sienta aversién alguna frente a dicha
hipétesis; manifesté asimismo que, a su entender, la labor legislativa civil
unificadora —mno uniformista— sélo seria posible partiendo precisamente de
la fuerza creadora y expansiva de los Derechos civiles forales, y en este sen-
tido, considerd que el actual Congreso deberia avanzar en la linea proyectada
por el Congreso de 1946.

Contestando a las intervenciones anteriores, la Ponencia —en palabras de
don Jestis Delgado Echeverria— sefialé que el actual Congreso de donde debe
partir es de la Constitucién, ¥ en ésta no se pretende la unificacién, sino
que se reconoce la pluralidad de diversos regimenes juridicos civiles coexisten-
tes en el territorio nacional.

Intervino luego don José Casamitjana Costa, congresisia adscrito al terri-
torio de Catalufia. Como enmienda a la conclusién 1.* del dictamen de la
Ponencia sugirié la adicién, al final del texto propuesto, de las palabras
«y al respectivo estatuto de autonomia», pues ~—dijo—, por su caricter insti-
tucional basico, los Estatutos de Autonomia deben ser considerados, en el
dmbito de su respectivo territorio, como una <«vice-constituciéns, Por la
misma razén, como enmienda a la conclusién 2» del dictamen de la ponen-
cia pidié que se intercalasen, en el texto del dltimo parrafo, entre las locu-
ciones «principios informadores» y «llega la competencia legislativas, las pa-
labras «y los preceptos de su respectivo Estatuto de Autonomias. Formuld, a
continuacidén, tres enmiendas a la conclusién 4.4, solicitando: primero, que se
diera en ella cabida a la expresién «paises», por ser palabra que ha re-
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cibido la consagracién del propio legislador en los textos legales autondémicos
v pre-autondémicos vigentes; segundo, que se suprimiera la frase «evitdndose
de este modo una desigualdad injustificada», pues —aparie de otras razones—
las palabras citadas podrian inducir a pensar e interpretar que todos los re-
gimenes juridicos civiles hubieran de responder a un modelo uniforme, lo
cual pugna con la variedad de los mismos que la propia realidad constata;
y tercero, que se sustituyeran en el texto propuesio las palabras «seria desea-
ble» por las palabras «lo procedente seria», al tratarse de una exigencia gue
resulta del propio texto constitucional. Finalmente, como enmienda a la con-
clusién 7., sugirié la supresion —en el parrafo segundo— de las palabras
«subordinadas a los preceptos constitucionales», a fin de evitar lo que —segiin
él— no seria sino una reiteracion de lo ya declarado por la conclusion 1.2

Tomé la palabra, a continuaciéon don José Tomas Bernal-Quirés Casciaro
—congresista adscrito a territorio de Derecho comin— y, como enmienda a la
conclusién 2.* del dictamen de la Ponencia, propugné que se hiciera constar
que la competencia legislativa civil de las Comunidades Auténomas debe en-
tenderse limitada al desarrollo de los derechos forales, alli donde existan y en
su ambito institucional ya existente, no siendo admisible que, en el ejercicio de
aquella limitada potestad legislativa civil de las Comunidades Auténomas, se
regulen instituciones nuevas, no contempladas actualmente en los Derechos
civiles forales o especiales, como la propiedad horizontal, los arrendamientos,
etcétera; y, refiriéndose a la conclusién 7.2, manifesté que debiera formularse
en ella un expreso reconocimiento del cardcter supletorio del Derecho civil
comtin en relacién a los demds Derechos civiles territoriales, para facilitar
con ello esa futura unificacién de los diversos regimenes civiles hoy existentes
en nuesiro ordenamiento juridico, unificacién —dijo— que, como horizonte,
parece atisbar la propia Ponencia en su conclusién final y que, como hipéte-
sis, no queda, desde luego, eliminada por la Constitucién,

Interviniendo en este punto, como ponente, don Jesus Delgado Echeverria,
sefialé que el dictamen de la Ponencia no gueria predecir €l Ambito de desa-
rrollo futuro del Derecho civil propio de cada Comunidad Auténoma.

Tomé la palabra don Carlos Lasarte Alvarez, como congresista adscrito
a territorio de Derecho comin, y sefiald, refiriéndose a la conclusién 2.2, que
serfa conveniente precisar el concepto de «sistema juridico» y delimitar el
émbito material o institucional propio de cada Derecho civil territorial, come
tarea previa para comprender el alcance de la potestad legislativa civil atri-
buida por la Constitucién a las Comunidades Auténomas en orden a la «con-
servacién, modificacién y desarrollo» de los «Derechos civiles, forales o espe-
ciales, alli donde existan». :

La Ponencia —en palabras de don Jestis Delgado Echeverria— contestd
Que objetivo de su dictamen era proponer un texto que por su generalidad
budiese abarcar a todos los derechos forales.

Posteriormente, don Luis Grau Juaneda, como congresista adscrito al te
tritorio de Baleares, realizé una reflexién en torno a la necesaria considera-
cién de las normas sobre conflictos de leyes como de competencia exclusiva
de la legislacién estatal, de acuerdo al articulo 149, 1, 8, de la Constitucién,
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si bien, a su juicio, dicha reserva estatal habia de entenderse limitada a las
normas sobre conflictos de leyes en el ambito espacial.

La Ponencia —en palabras de don Jests Delgado Echeverria— se remitié
a lo sefialado en las paginas 16 y 17 de su dictamen, donde entre oiras cosas,
se declara, en efecto, que ha de entenderse que los conflicios de leyes a que
alude el articulo 149, 1, 8, de la Constitucidn no son los intertemporales, si
bien el precepto constitucional no deroga en modo alguno las normas de
Derecho Imterregional contenidas en las Compilaciones hoy vigenies, y sélo
se limita a privar a las Comunidades Auténomas del poder de dictar, en el
futuro, normas de similar contenido.

Hablo después don José Cerd4d Gimeno, miembro de la Mesa y congresista
adscrito al territorio de Baleares. Expuso su conformidad con las conclusio-
nes 1.* a 4* y 72 de la Ponencia, y respecto a las conclusiones 5.° y 6.%, mani-
festd que, a su entender, incidian sobre temas propiamente ajenos al objeto
de la Ponencia. Declaré que la determinacién del contenido o 4mbito material
de los Derechos civiles Territoriales es competiencia exclusiva de las Comuni-
dades Auténomas. En cuanto a la relacién Constitucién-Compilacién, conside-
6 que debia partirse del principio de interpretacién «ex constitutione». Con
referencia a los supuestos de insuficiencia mormativa de los Derechos civiles
Territoriales, sefialé que debia prevalecer, como idea directriz o criterio bé-
sico de solucién, la posibilidad de autointegracién, quedando restringida, por
lo demds, la supletoriedad del Derecho del Estado, conforme a las técnicas
iuspublicistas de la teoria de las normas, al &mbito de las competencias com-
partidas o concurrentes.

.Acto seguido intervino dofia Encarna Roca i Trias, como congresista ads-
crita al territorio de Catalufia, quien propugné, como enmienda a la conclu-
Si(?n 2‘, que fuese suprimido su inciso final: «Masta donde lleguen estos
prm’mpms informadores, llega la competencia legislativa de las Comunidades
Auténomas», pues, a su juicio, tanto por razones de tipo histérico (el Dere-
cho Cataldn —dijo— tiene un contenido mss amplio que el recogido hoy en
su Compilacién), como por razones de interpretacién l6gica del articulo 149, 1,
8, de‘ 13: Coustitucién (del que se desprende —a su entender— que la Gnica
resiriccién a la potestad legislativa civil de las Comunidades Auténomas estd
constll:mda por la reserva de ciertas materias a la competencia legislativa
Z;‘cér::;i‘o ‘iitfei;t:ld?. lSC impone Ia ?onclusién de que no cabe identificar
srnbito de posiite desear:;l]geé‘:cios civiles Ter.rlt01.~1a1es_ }.my vigentes cor‘x el

potestad legislativa civil de las Comunida-
des Auténomas.

A continuacién, como congresista adscrito a territorio de Derecho comun,

hablé don Diego Espin Cénovas, destacando, desde una perspectiva histérica,

el valor i
‘ curiguecedor de los Derechos Forales en nuestro ordenamiento juridi-
€o; y en orden a su proyeccién

: futura, considerd que no debe haber recelo
gssélmmx;ﬁezz deg Derech? f‘oral erf aguellas materias intcgrantes
mento fronte & e a'b erecho civil especial o foral, Pero —sefiald, final-
derares tombitn o 1 posible desarrollo de los Derechos forales, debe pon-

2 el fenémeno general y paralelo de unificacién del Derecho,

que se 1mmpone por las exigenciag del mundo moderno.
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Le sucedid en el uso de la palabra don José Manuel Bandrés Sénchez-Cru-
zat —congresista adscrito a territorio aragonés—, quien, aparte de considerar
conveniente que se corrigiesen algunos aspectos de redaccidén en algunas con-
clusiones de la Ponencia, propuso que la conclusién 5.2 del dictamen, por su
principal importancia, pasase a ser la conclusién 1.2

Intervino después don Eduardo Serrano Alonso, congresista adscrito a te-
rritorio de Derecho comdn, y sefialé que, a su juicio, la competencia legisla-
tiva a las comunidades auténomas sélo les viene atribuida con caricter exclu-
sivo sobre las materias contempladas en el articulo 148 de la Constitucién, y
que, por el contrario, sobre las materias de Derecho civil foral, el Estado
puede seguir legislando, aunque el territorio aforado lo sea de una Comuni-
dad Auténoma, la cual, en su caso, en la materia propia de su Derecho civil
foral o especial —al solo objeto de su «conservacion, modificacion y desa-
rrollo»— legislaria por delegacion del Estado. Comsideré asimismo que, en
cualquier caso, no tendrian potestad legislativa civil las Comunidades Auténo-
mas carentes hoy de un Derecho civil foral vigente.

La Ponencia —por medio de don Jesiis Delgado Echeverria— contesté que
no era admisible, en modo alguno, configurar o entender la potestad legis-
lativa civil de las Comunidades Auténomas como una potestad delegada.

Tomé la palabra don Jaime Vidal Martinez, como congresista adscrito a
territorio de Derecho comin, aunque procedente —segin declard en su in-
tervencién— de territorio valenciano, Como enmienda a la conclusién 1.2 del
dictamen de la Ponencia sugirié la supresién de la palabra «exclusiva» en la
frase «Las Comunidades Auténomas pueden asumir en sus Estatutos, como
competencia exclusiva, la legislacién sobre el Derecho civil foral o especial
en ellas existente». Por otra parte, manifest6 que consideraba admisible que
los Estatutos de Autonomia pudiesen establecer una ampliacién territorial
del d4mbito de vigencia de los Derechos forales, y aludid, en este sentido, al
caso del estatuto de Autonomia del Pais Vasco.

Intervino posteriormente don Francisco Salinas Quijada, como congresista
adscrito a territorio de Derecho Navarro, y €xpuso, enire otras comsideracio-
nes, que el dictamen de la Ponencia —dados los términos en que habia que-
dado redactado— no afectaba a Navarra, por no ser ésta una Comunidad
Auténoma. Por oira parte —afirmé— tampoco el articulo 149, 1, 8, de la
Constitucién debe pensarse que afecte al Derecho foral navarro, que es pre-
constitucional —dijo— y encuentra su fundamento y razén no en la Constitu-
cién, sino en el pacto politico, siendo asi que la Counstitucién Espafiola reco-
noce y respeta los Fueras Navarros como Derecho preexistente y en toda
su integridad, segtn resulta de su disposicién Adicional 1.», Expresé, en este
sentido, que la materia de divorcio no es de exclusiva competencia estatal,
¥ que, antes bien, la aplicacién de una ley estatal sobre divorcio en Navarra
bodria® lesionar la esencia del Derecho navarro, dado el principio de unidad
familiar propio de ese Derecho foral y constituir un contrafuero, Destacé que
el Derecho foral navarro no es sélo su Compilacién: ésta no constituye sino
Una, entre otra, de sus fuentes, junto a la costumbre, los principios, la tradi-
ciém, la analogia y la exégesis, y que la supletoriedad del Derecho civil comitin
Tespecto al Derecho foral navarro, dado el cardcter completo de este tiltimo,
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es sb6lo una entelequia. Advirtié que, actualmente, se estan realizando trabajos
para el «Amejoramiento del Fuero de Navarra», sobre la base de un doble
entendimiento: considerar, de un lado, que Navarra tiene competencia ex-
clusiva para legislar sobre materia foral, y, por otra parte, admitir que la
modificacidon de la vigente Compilacién sélo podra efectuarse por ley foral.

La Ponencia —en palabras de don Jesiis Delgado Echeverria— intervino
para afirmar que la Constitucién es de todos los espaiioles.

En la sesién de la tarde del mismo dia —viernes, 30 de octubre—, reunida
de nuevo la Seccién 1.* bajo la presidencia de la Mesa, se reanudd el debate
con la intervencién de don José Antonio Zarzalejos Nieto —congresista ads-
crito a los territorios de Vizcaya y Alava—, quien expuso que la tarea de
adecuacién de las Compilaciones a la Constitucién debera llevarse a cabo
exclusivamente por los Parlamentos de las Comunidades Autémomas.

La Ponencia ~en palabras de don Jests Delgado Echeverria—contesté que
estaba plenamente conforme con esta afirmacién y que nunca pensé lo con-
trario.

Doiia Encarna Roca i Trias tomé la palabra, seguidamente, para referirse
al Ambito material de posible desenvolvimiento de la potestad legislativa civil
de la Comunidad Auténoma de Catalufia, que —a su juicio— no debe enten-
derse restringido al dmbito material o institucional de la actual Compilacién
Catalana, sino que ha de entenderse delimitado o definido unicamente por el
articulo 149, 1, 8, de la Constitucién y el articulo 9 del Estatuto de Autonomia
de Catalufia, y este 1iltimo declara que la Generalidad de Catalufia tiene com-
petencia exclusiva no sélo sobre la conservacién, modificacién y desarro-
llo del Derecho civil cataldn, sino también sobre otras muchas materias pro-
pias de Derecho civil, como «la ordenacién del territorio..., urbanismo y vi-
vienda» (art. 9,9), «montes, aprovechamientos y servicios forestales, vias pe-
cuarias y pastos, etc.» (art. 9, 10) —y ello incluye, dijo, la posibilidad de le-
gislar sobre arrendamientos rtsticos—, <«fundaciones y asociaciones»
(art. 9,24), etc... Comentando el inciso final del articulo 149, 1, 8, sefialé que,
a partir del articulo 1° de la Compilacién Catalana y de su Disposicién
Final 2., asi como del conjunto del articulado de dicha Compilacién, cabe
concluir que existe en el Derecho civil cataldn un sistema propio de deter-
minacién de fuentes, cuya conservacién, modificacién y desarrollo compete,
en consecuencia, a la Comunidad Auténoma de Catalufia y habra de ser res-
petado por el Estado (6). Finalmente, observé que, por lo demds, debe
aceptarse la supletoriedad del Cédigo civil, en virtud del articulo 149, 3 de la
Constitucién y del articulo 26 del Estatuto de Autonomia de Cataluiia, sin
perjuicio de que esta aplicacién supletoria en Catalufia de las normas del
Cédigo civil pueda ir quedando relegada en el futuro, a medida que la Ge-
neralidad de Catalufia desarrolle su potestad legislativa civil al margen de
las materias reservadas a la competencia legislativa exclusiva del Estado.

Intervino a continuacién don Carlos Lasarte Alvarez, quien sefialé que, a
su parecer, quizd la expresién «competencia exclusiva» pudiera no tener el

(6) Conforme al articulo 26,3 del Estatuto de Autonomia de Catalufia,
«en la determinacién de las fuentes del Derecho civil se respetardn por el
Estado las normas de Derecho civil cataldn».
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mismo significado y alcance en el texto de la Constitucién que en el texto
de los distintos Estatutos de Autonomia. Procediendo a una interpretacién
Iégica del articulo 149, 1, 8, de la Constitucion y preguntdndose acerca de
cual sea el concepto de Derecho civil, concluyé que el desenvolvimiento le-
gislativo del Derecho civil cataldn y, en general, de los Derechos forales por
las respectivas Comunidades Auténomas no debe extenderse fuera de los
supuestos institucionales o realidades materiales que tradicionalmente han
integrado e integran su contenido.

Le sucedié en el uso de la palabra don Alvaro Navajas Laporte, como
congresista adscrito a los territorios de Vizcaya y Alava, quien, tras formu-
lar algunas reflexiones en torno a las actuales tendencias unificadoras del
Derecho, se refiri6 a la competencia legislativa civil de las Comunidades
Auténomas, citando algunas recientes sentencias del Tribunal Constitucional,
como la de 28 de julio de 1981 (7), que abonaria, a su juicio, una interpreta-
<cién favorable al reconocimiento de una potestad legislativa civil libre de
las Comunidades Auténomas en las materias no reservadas a la exclusiva
competencia legislativa del Estado.

Hablé después don Jaime Vidal Martinez, preguntindose si no seria in-
constitucional el hecho de que algunos Estatutos de Autonomia hubiesen
atribuido potestad legislativa sobre materias civiles a las Comunidades Au-
ténomas con caricter de exclusividad, siendo asi que segtin resulta del ar-
ticulo 149,18 de la Constitucién, el cardcter exclusivo en la atribucién de
la competencia legislativa civil sélo se proclama respecto de ciertas mate-
rias reservadas a la competencia legislativa del Hstado.

Tomé otra vez la palabra dofia Encarna Roca i Trias para reafirmarse
en lo dicho durante su anterior intervencién, completada ahora con algunas
nuevas observaciones, si bien se excusé de no disertar acerca de cuil sea
¢l concepto de Derecho civil, por no constituir este tema el objeto de la
Pbresente Ponencia.

Intervino don Vicente Montes Penades .como congresista adscritc a
territorio de Derecho comtin, aunque procedente de territorio valenciano,
segiin manifesté en su intervencién. Expuso que el Derecho Valenciano exis-
te, aunque no estd escrito, si bien consideraba que «la conservacién, modi-
ficacién y desarrollo de los derechos civiles, forales o especiales, alli donde
existan», que la Constitucién encomienda al poder legislativo de las Comu-
nidades Auténomas, ha de interpretarse con referencia restringida a los de-
rechos compilados y, por tanto, en el 4mbito material de sus compilaciones.

Acto seguido, don Raimundo Clar Garau, congresista adscrito al territorio
de Baleares, formulé algunas reflexiones en torno a la posible coordina-~
<ién de los artfeulos 143 y 151 de la Constitucién con los articulos 148 y
14?,1,8 de la misma; expuso, seguidamente, su conviccién acerca de los H-
mites materiales de la potestad legislativa civil de las Comunidades Auténo-
mas, la cual él consideraba restringida a la «conservacién, modificacién y
desarrollo» de los Derechos forales, desarrollo que habria de entenderse,

(7) Véase «Boletin Oficial del Estado» de 13 de agosto de 1981, suple-
mento al nfimero 193.
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a su juicio, referido tmicamente a las disposiciones que, al menos en em-
brién, se hallen en las Compilaciones.

Tomé la palabra don José Cerda Gimeno, reafirmandose en lo dicho du-
rante su intervencién de la mafiana, con la peticiéon de que sus afirmaciones
se sometieran, en su momento, a la consideracién y pronunciamiento de la
Seccién.

Finalmente, tomo la palabra el Presidenie de la Mesa, don Antonio Her-
nandez Gil, quien, tras formular algunas comnsideraciones sobre la Constitu-
cién, como fruto de un conjunto de fuerzas politicas discrepantes y como
texto general, aunque no ambiguo, y no positivista —pues por encima de la
legalidad, dijo, se mantiene al servicio de la justicia—, vy luego de destacar
la importancia del hecho constitucional frente al texto constitucional, cuya
valoracién no puede desarraigarse del momento histérico en que surge, dio
por terminada la sesién, agradeciendo a los asistentes su presencia y activa
participacién en los debates.

Nuevamente reunida la Seccién 12, en sesién de la mafiana del sabado,
31 de octubre, se pasé —bajo la presidencia de la Mesa— a la confeccién
y votacién de conclusiones y enmiendas.

Se someti6é, en primer lugar, a votacién de los congresistas asistentes
la enmienda formulada por don Jaime Vidal Martinez a la conclusién 1.2 del
dictamen de la ponencia, solicitando la supresién de la palabra «exclusiva».
La enmienda fue rechazada por 16 votos a favor, 48 en contira y 20 absten-
ciones.

Se pasé seguidamente a votar la enmienda formulada también a la con-
clusién 1* del dictamen de la Ponencia por don José Casamitjana Costa,
que sugeria la adicién, al final del texto propuesto, de las palabras «y al res-
pectivo estatuto de autonomia». La enmienda fue aprobada por 56 votos a
favor, 3 en contra y 32 abstenciones.

A continuacién, se votaron diversas enmiendas suscitadas respecto a la
conclusién 2.* del dictamen de la Ponencia. Se considerd, primerc, la en-
mienda formulada por don José Tomas Bernal-Quirds Casciaro, proponiem-
do un texto alternativo expresivo de que la competencia legislativa civil
de las Comunidades Auténomas queda delimitada por el ambito institucio-
nal de las vigentes Compilaciones. La enmienda fue rechazada por 30 votos
a favor, 38 en contra y 19 abstenciones.

Como siguiente enmienda formulada a la misma conclusién 2.* del dic-
tamen de la Ponencia, se consideré la proposicién de don José Casamitja-
na Costa de intercalar entre las locuciones sprincipios informadores» y
«llega la competencia legislativa», del tltimo parrafo, las palabras «y los
preceptos de su respectivo Estatuto de Autonomia», pero la enmienda fue
rechazada por 7 votos a favor, 35 en conira y 44 abstenciones.

La tercera enmienda a la repetida conclusién 2+ de la Ponencia quedé
formulada por dofia Encarna Roca i Trias, quien sugirié la supresién del
péarrafo u oracién final «Hasta donde lleguen estos principios informadores,
llegd la competencia legislativa de las Comunidades Auténomas»; la emmien-
da fue rechazada por 14 votos a favor, 54 en conira y 23 abstenciones.

Como cuarta y ultima enmiénda a la conclusién 2.* de la Ponencia, don
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Carlos Lasarte Alvarez propuso que la afirmacién, en ella, de que «los Dere-
chos civiles forales o especiales constituyen un sistema», se modalizase, sus-
tituyendo esta frase por oira en que se hiciese la matizacion de que los
Derechos civiles forales o especiales «en cuanto constituyan un sistemas,
etcétera, «estaran informados por principios peculiares que les proporcio-
naran posibilidades de autointegraciéns. La enmienda fue aprobada por 31
votos a favor, 25 en contra y 27 abstenciones.

Aprobada la enmienda anierior, se sometié a la votacién de la Seccién
el texto original de la conclusién 2. del dictamen de la Ponencia, siendo
rechazado por 34 votos a favor, 44 en contra y 19 abstenciones.

Seguidamente se pasd a la votacién de las enmiendas suscitadas frente a
la conclusién 3.+ del dictamen de la Ponencia, considerandose, en primer
lugar, la formulada por don Carlos Lasarte Alvarez, que pidié la supresién
en aquélla de las palabras «en el Ambito material sefialado», lo cual fue
aceptado por la Mesa de Ponencia y aprobado en la Seccién por 65 votos
a favor, 9 en contra y 17 abstenciones.

La segunda enmienda a la misma conclusién 3.2 de la Ponencia se plan-
ted por don Luis Garau Juaneda, solicitando la adicidn de un pérrafo final
del siguiente o parecido tenor: «Esta potestad legislativa se entiende refe-
rida a los elementos material y temporal de las normas juridicas, no a su
elemento espacial». Pero la enmienda fue rechazada por 4 votos a favor, 47
en contra y 39 abstenciones.

Con relacién a la conclusién 4.2 del dictamen de la Ponencia, don José
Manuel Bandrés Sanchez-Cruzat propuso, como enmienda, que la expresion
«es deseable», con que comienza el primer apartado, quedase sustituida por
las palabras «se propugnas, lo cual fue aceptado y aprobado.

Seguidamente, se sometié a votacién la enmienda, también a la conclu-
sién 4.2, formulada por don José Casamitjana Costa, pidiendo la introduc-
cién de la palabra «paises» en el texto del dictamen, pero su propuesta fue
rechazada por 12 votos a favor, 48 en contra y 34 abstenciones.

El mismo enmendante propuso a continuacién que las palabras «seria
deseable», empleadas en el apartado segundo de la misma conclusién 4.2,
fuesen sustituidas por la expresién «lo procedentes es», y la enmienda fue
aprobada por 69 votos a favor, 1 en contra y 13 abstenciones.

Con relacién a la conclusién 5% del dictamen de la Ponencia, se someti¢
2 votacién, en primer lugar, la enmienda formulada por don José Manuel
Bandrés Sanchez-Cruzat, quien propuso como alternativo a dicha conclu-
sién 5% de la Ponencia un texto del siguiente o parecido temor: «La Cons-
titucién Espafiola de 1978 asume la pluralidad de regfmenes juridicos civi-
les coexistentes en el territorio nacional, como afirmacién necesaria de
ung realidad histérica subyacentes. La enmienda fue rechazada.

Formulada asimismo, como enmienda, por don José Manuel Bandrés Sén-
chez-Cruzat, la peticién de que la conclusién 5.* del dictamen de la Ponencia
basase a ser, en el orden de las conclusiones dictaminadas, la conclusién 1.,
fue también rechazada.

Don Gabriel Garcia Cantero formulé también una enmienda a la conclu-
sién 52, proponiendo que se declarase en ella, como texto alternativo al
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del dictamen, que la unificacién del Derecho civil no ha dejado de ser, tras
la promulgacién de Ia Constitucién, un «desideratums. La enmienda fue re-
chazada por 28 votos a favor, 35 en contra y 30 abstenciones.

Seguidamente, se sometidé a votacién la enmienda sugerida por don Jests
Lépez Médel, solicitando la supresion del segundo pérrafo u oracidén final
de la conclusién 5.* dictaminada por la Ponencia, expresivo de que «La Cons-
titucién de 1978, a diferencia de otras anteriores, no establece como un <de-
sideratum» la unificacién del Derecho civils. Esta enmienda fue aprobada
en la Seccién, por 56 votos a favor, 26 en contra y 14 abstenciones.

Aprobada la enmienda anterior, se sometié a votacién de la Seccién el
texto originalmente propuesto por la Ponencia como conclusién 5* en su
dictamen, siendo rechazado por 29 votos a favor, 41 en contra y 17 absten-
ciones.

La conclusién 6. del dictamen de la Ponencia no fue objeto de ninguna
enmienda y, sometido su texto original a votacién en la Seccién, resultd
aprobado por 64 votos a favor, 12 en contra y 18 abstenciones.

Se pas6 después a considerar la enmienda a la conclusién 7. del dicta-
men de la Ponencia, formulada por don Alvaro Navajas Laporte, quien pro-
puso un texto alternativo del siguiente o parecido tenor: «El Derecho civil
general v los Derechos civiles forales y especiales, en su regulacién y desarro-
llo, estaran informados y limitados por la Constitucién y el resto del orde-
namiento juridico». La enmienda fue rechazada por 12 votos a favor, 43
en contra y 25 abstenciones.

Don José Casamitjana Costa renuncié a formular enmienda alguna a la
conclusién 72 del dictamen. de la Ponencia.

Don José Tomés Bernal-Quirés Casciaro formulé una enmienda al texto
de la repetida conclusién 7. de la Ponencia, proponiendo la adicién de un
pérrafo final del siguiente o parecido tenor: «En todo caso, queda recomo-
cido el cardcter supletorio del Derecho comun respecto a los Derechos
civiles forales o especiales en los términos de sus vigentes Compilaciones».
La enmienda fue rechazada.

Sometido a votacién el texto originalmente propuesto en el dictamen
de la Ponencia como conclusién 7., resulté aprobado por 56 votos a favor,
12 en contra y 16 abstenciones.

Finalizada la votacién de conclusiones y enmiendas en la Seccién 1.*, du-
rante la misma sesién de la mafiana del sdbado, 31 de octubre, intervinie-
ron algunos congresistas para someter cierias afirmaciones o declaraciones
adicionales a la consideracién y pronunciamiento de la referida Seccién.

En este sentido, don Enrique Rubio Torrano y don Francisco Salinas
Quijada expresaron que el artfculo 149,1,8, de la Constitucién se refiere Gni-
camente a las Comunidades Auténomas, v asf, al no ser Navarra comunidad
auténoma, queda excluida del d&mbito de aplicacién de aquel precepto, y no
le afectan las conclusiones de la Ponencia del Congreso. Tales afirmaciones
resultaron rechazadas por la abrumadora mayoria de los congresistas inte-
grantes de la Seccién 1.2

Tntervino posteriormente don Jos¢ Manuel Bandrés Séanchez-Cruzat, su-
giriendo que la Seccién asumiese una declaracién en el sentido de urgir
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a la Autoridad administrativa competente la creacion de cétedras de Dere-
cho foral, lo cual fue aceptado por la amplia mayoria de los congresistas
integrantes de la Seccidn.

Don Gabriel Garcia Cantero propuso, a continuaciéon, que seria conve-
niente fijar un plazo para el cumplimiento de la tarea de actualizacién de
las Compilaciones, pero su proposicién fue rechazada por 22 votos a favor,
33 en contra y 24 abstenciones.

Finalmente, don José Cerd4 Gimeno, tras advertir que la norma contenida
en el articulo 149,1,8 de la Constitucién viene caracterizada por un «halo
de incertidumbre», y que la autointegracién constituird el primordial crite-
rio de solucién en los casos de insuficiencia normativa de los Derechos
civiles territoriales, formulé algunas afirmaciones, como que se¢ impone la
adaptacién a la Constitucién de los textos compilados vigentes y que pare-
ce conveniente llegar, en el tema objeto de la ponencia, a un planteamiento
interdisciplinario, siendo tales afirmaciones mayoritariamente confirmadas
por los congresistas integrantes de la Seccién.

Llegados a este punto, la Presidencia de la Mgsa, agradeciendo el interés
v la participacién de los asistentes, dio por finalizada la sesién.

V. Paralelamente a la labor de la Seccién 1. del Congreso, la Seccién 2.2,
dedicada al estudio del tema de vecindad civil, procedia en sus reuniones
de los mismos dias viernes y sabado, 30 y 31 de octubre, a debatir las pro-
puestas de conclusiones contenidas en el dictamen de la Ponencia sobre
«Vecindad Civil», ,que habfan quedado redactadas en los siguientes tér-
minos:

«Conclusién 1. En base al principio de igualdad entre hombre y mu-
jer que establece el articulo 14 de la Constitucién, debe reformarse la vi-
gente legislacién en materia de vecindad civil, sobre el criterio de que «el
matrimonio no condiciona la vecindad civil de los cényuges», de manera
que éstos puedan legar a tener, si asi lo desean, distinta regionalidad.

Conclusién 2. Consiguientemente, debe también reformarse lo relativo
a la vecindad civil de los hijos menores, previendo que sean los padres los
que, de mutuo acuerdo, determinen la vecindad civil —paterna o materna—
de los mismos, igual para todos ellos. En defecto de acuerdo, conviene esta-
blecer ciertos criterios objetivos, y sélo en defecto de ellos, serfa precisa
la intervencién de la autoridad judicial. Entendiéndose, en todo caso, que
la vecindad civil deriva directamente de la patria potestad y del «ius san-
guinis», salvo, respecto de este tltimo, en aquellos casos —hijos de padres
desconocidos— en que sea imposible su aplicacién.

Conclusién 3. Para los supuestos de matrimonios con diferente vecin-
dad civil por parte de cada cényuge, el régimen econdémico-matrimonial serd
el que éstos determinen previamente, de mutuo acuerdo. A falta de acuerdo,
Y como en el caso anterior, conviene establecer ciertos criterios objetivos, .
¥ s6lo en su defecto debe decidir la autoridad judicial, la cual optara por el
régimen legal del Ordenamiento juridico a que personalmente esté sujeto
el marido o la mujer.

Conclusién 4.*: La vecindad civil del exiranjero que se nacionaliza espa-
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fiol debe determinarse en un régimen de absoluta y total igualdad entre to-
dos los sistemas juridico-privados territoriales, incluido el del Cédigo civil.

Para los extranjeros que se nacionalicen espafioles debe preverse legal-
mente la posibilidad de un derecho de opcidn, a ejercitar dentro del expe-
diente de nacionalizacién, por vecindad civil de su preferencia, siempre que
respecto del territorio de la misma mantengan ciertos minimos puntos de
conexion.

Conclusién 52 La adquisiciéon de una nueva vecindad civil ha de ser, en
todo caso, voluniaria, con un tiempo minimo de residencia en el nuevo te-
rritorio, de cinco afios.

Sin embargo, debe arbiirarse un procedimiento tendente a evitar que el
simple silencio pueda interpretarse como voluntad implicita de mantener
la vecindad anmterior.

Del mismo modo, y con cardcter transitorio debe también arbitrarse un
procedimiento sencillo y flexible de recuperacién de la vecindad civil de
origen, para aquellos que la hayan perdido autonuiticamente por el trans-
curso de los diez afios de residencia en otro territorio, a que hoy se refiere
el articulo 14 del Cédigo civil.

Conclusion 6.*; Existen suficientes argumentos para concluir que todo
el tema de la vecindad civil no puede ser de la competencia legislativa de
las diferentes Comunidades Autémomas espaiiolas, sino que, por el conira-
rio, debe ser de exclusiva competencia del Estado.

Conclusién 7.*: Se hace necesario la promulgacién de una Ley general,
valida para todo el territorio espafiol, en la que, con criterios de igualdad
para todas las Comunidades espafiolas, se regule todo lo concerniente a la
vecindad civil. Una ley en cuya elaboracién tengan participacién todos los
territorios con Derecho civil propio.

Conclusion 8 Caso de llegarse a una unificacién de los conceptos de
vecindad civil y condicién politica deberia realizarse mediante promulgaciéon
de una Ley general e igual para todo el territorio espaiiol, basada en los cri-
terios de la vecindad administrativa, y con total respeto al principio de vo-
luntariedad en lo concerniente a la adscripcién personal de los ciudadanos
espaifioles.

Conclusién 9: De no llegarse a dicha unificacién de conceptos, la con-
dicién politica deberia seguir siendo regulada con los mismos criterios que
lo es actualmente, y la vecindad civil, partiendo del principio del «ius san-

guinis», profundamente reformada con arreglo a lo dicho en conclusiones
anteriores.»

Expuestas las conclusiones originales de la Ponencia sobre vecindad civil,
€n cuanto se refiere a su discusién y debate dentro de la Seccién 24 del
Congreso, damos cuenta de las diversas intervenciones y votaciones que alli
s¢ produjeron, en base al texto mecanografiado que, amablemente, nos ha
facilitado nuestro buen amigo el doctor don Miguel Masot Miquel, abogado
del ilustre Colegio de Baleares y profesor de Derecho civil de la Facultad de
Palma de Mallorca, quien actué como Secretario de la Mesa elegida en la
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Seccién 22 para dirigir y moderar el curso de los debates. Al tener, por
tanto, este texto —dada su procedencia— especial valor testimonial, lo trans-
cribimos liferalmente, con el permiso -de su autor:

«En la ciudad de Zaragoza, a 30 de octubre de 1981, a las 10 horas, se
reune en el Palacio provincial la Seccién dedicada al estudio de la Ponen-
cia sobre Vecindad Civil, poniéndose a votacion de los reunidos la compo-
sicién de la Mesa, v resultando elegidos para ocupar la misma don Joaquin
Sapena Tomdas, como Presidente, don Luis Puig Ferriol, don Jestis Maria
Alvarez Carballo y don Miguel Masot Miquel, los cuales toman posesién de
sus asientos y, tras unas palabras de salutacién del Presidente, sefior Sapena,
comienza la sesién de trabajo. (La Mesa de Ponencia, en la Seccién 2.* —de-
bemos afiadir nosotros— queddé integrada por los sefiores don José Luis
Lacruz Berdejo, don José Luis Merino y Herndndez y don Cecilio Serena
Velloso.)

Es objeto de comsideraciéon en primer término una enmienda de don
Gerardo Garcia Lesaga, el cual propone introducir en la ponencia una for-
mulacién previa del concepto de vecindad civil; se pronuncian en contra de
la enmienda don Luis Puig Ferriol y la Ponencia, a través del sefior Merino,
siendo puesta la enmienda a votacién v rechazada.

A continuacién, se enira en el estudio de una enmienda de don Adridn
Celaya Ibarra, proponiendo enmarcar la cuestiéon de la vecindad civil den-
itro de una ley interregional. La Ponencia, en palabras del sefior Merino,
primero, y después del profesor Lacruz Berdejo, sefiala que estando la po-
nencia dedicada al tema de la Vecindad civil, y no a los conflictos interre-
gionales, no parece necesario abordar en estas sesiones de trabajo el tema
de los conflictos interregionales, no sin reconocer la urgencia de la pro-
mulgacién de una ley general de conflictos; y aduciendo, en resumen, que en
todo caso, parece mas propio estudiar la enmienda al tratar de la conclu-
sién 72, lo cual es aceptado por el enmendante, sefior Celaya Ibarra.

Se procede a continuacién a la lectura de la conclusién 1.2, que es de-
fendida por la Ponencia, afadiendo, ademdas, el profesor Lacruz Berdejo
que el principio de igualdad juridica de los cényuges no solamente se procla-
ma en el articulo 14 de la Constitucién, sino también en el articulo 32.

Se entra en el estudio de una enmienda presentada por don Juan Alvarez-
Sala Walther, solicitando que se reconozca que los conyuges pueden tener
distinta vecindad civil porque pueden asimismo tener distinto domicilio.
La Ponencia sefiala que el principio de libertad de domicilio de los cényu-
ges estd presente en el Cédigo civil, siendo ésta una cuestion mas ligada a
las relaciones personales de los cényuges que al tema debatido de la vecin-
dad civil. La enmienda fue rechazada.

Jnterviene a continuacién don Adridn Celaya Ibarra para invocar el prin-
cipio de unidad familiar, al objeto de prever el posible establecimiento de
unos criterios objetivos, en base a los cuales puede lograrse una unidad
de vecindad civil en el seno del matrimonio. Apoya la enmienda del sefior
Celaya don David Pérez Maynar, produciéndose a continuacién varias inter-
venciones de la Ponencia, hasta que por el Presidente de la Mesa se con-
sidera aconsejable interrumpir los debates, al haberse presentado una en-
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mienda por don Rodrigo Bercovitz, segin la cual hay que entender deroga-
do directamente el articulo 14 del Cddigo civil poi' la Constitucién, en vir-
tud, particularmente, de la Disposicién derogatoria 32 de la misma. La Po-
nencia, en intervenciones de los sefiores Merino y Lacruz niuesira sus reser-
vas ante tal pretendida derogacién del articulo 14, previniendo contra la
fiebre de un constitucionalismo exagerado que puede dejar amplios aguje-
ros o lagunas en el Ordenamiento juridico.

La Ponencia pasa a elaborar un texto definitivo de la conclusién 1.2 que
es sometido a discusién, siendo de destacar la intervencién de don Luis
Puig Ferriol, que propone sustituir los términos de «igualdad entre hom-
bre v mujers por los de «igualdad juridica entre los cényuges». El texto
definitivo es sometido a votacién por péarrafos separados, siendo aprobado
el primer parrafo por 53 votos a favor v 19 en contra.

El segundo parrafo es aprobado por 59 votos a favor y 10 en conira.

Antes de entrar en la votacién del tercer parrafo se producen interven-
ciones de don Manuel Amorés Guardiola, don Antonio Ferndndez Rodriguez,
don David Pérez Maynar, don Fernando Zubiri de Salinas y don Pablo Vidal
Francés. Tales intervenciones son contestadas por la Ponencia manifestan-
dose, entre oiras cosas, que las conclusiones no son textos legales, por lo
que no se hace necesario incluir las precisiones hechas por los enmendan-
tes. El tercer parrafo es sometido a votacién y aprobado por 54 votos a
favor y 13 en contra. Y con, ello concluye la sesién de trabajo de la mafiana.

Reanudada la sesién a las 17 horas, se entra en el estudio de una en-
mienda presentada por don Miguel Masot Miquel, don Juan Alvarez-Sala
Walther, don Luis Pareja Cerd6é y don Juan Socias Morell, relativa, en cuanto
a su primer extremo, a la posibilidad de que los hijos menores que, con
consentimiento de sus padres, vivan con independencia de ellos, puedan te-
ner una vecindad civil distinta de la de sus progenitores. La Ponencia acepta
la enmienda, que encaja con las facultades juridicas que en Aragdn se reco-
nocen al mayor de catorce afios, siendo dicha enmienda aprobada por una-
nimidad.

Se entra a continuacién en el segundo extremo de la enmienda, que hace
referencia a posibles modificaciones de la legislacion del Registro Civil, en
cuanto a la constancia en el mismo de la vecindad civil en la inscripcién
de nacimiento. Tras intervenciones de los sefiores Celaya y Zubiri, y de la
Ponencia, para la cual, si bien el tema suscitado es interesante, se peca de
reglamentarismo excesivo al tratar esta materia en las conclusiones, fue la
enmienda retirada por los enmendantes.

Se estudia a continuacién el extremo 3.° de la enmienda, en que se fijan
criterios objetivos de cara a la determinacién de la vecindad civil de los
hijos en caso de ser diferente la de sus progenitores y no existir acuerdo
enire ellos. Hay una intervencién en este punto de don José Luis Martfnez
Gil proponiendo que en la conclusién se establezca claramente que la vecin-
dad <ivil tiene que ser la misma para todos los hijos. Y la Ponencia sefiala
la conveniencia de posponer la votacién acerca de los posibles criterios ob-
jetivos para mds adelante, lo cual es aceptado por la Mesa.

Finalmente, se entra en el estudio del extremo 4° de la enmienda, relativo
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a la conveniencia de establecer en la conclusién que, en ningiin caso, la ve-
cindad civil del hijo sea distinta a la del padre o de la madre, Se suscita.
en este punto un debaie sobre la conveniencia de suprimir la intervencién
judicial, con intervencién de don Luis Puig Ferriol, que considera dicha in-
tervencién judicial negativa y fuera de lugar, calificando tal intervencion de
«menage a trois». Se pone a debate dicho extremo 4.°, dejando para luego.
la cuestién de la desapariciéon de la intervencién judicial, quedando aquél
aprobado por 48 votos a favor y ninguno en contra.

Se somete después a debate la cuestién de si se debe mantener o no en
la conclusion la referencia a la intervencién judicial. Tras intervenciones de los
sefiores Celaya, Bibian y Fernandez, Ja Ponencia decide retirar la referencia.
a la intervencién judicial en la conclusion 27, lo cual es aprobado por 55
votos a favor y 10 en contra.

Se pasa después al estudio de la conclusién 3., comenzando los debates:
con una intervencién de don Manuel Amorés Guardiola, quien propone recha-
zar asimismo en esta conclusién la intervencidén judicial, y establecer unos.
criterios objetivos basados en los conceptos de domicilio y residencia.

Se pasa a continuacién al estudio de una enmienda presentada por los se-
flores Masot, Alvarez-Sala, Pareja y Socias, relativa al establecimiento de
criterios objetivos para la determinacién del régimen econémico matri-
monial y a la reforma de la legislacién del Registro Civil, a fin de que en
la inscripcién del matrimonio se mencione el régimen econdmico matrimoniat
y la legislacién que lo regula. Hay intervenciones de los sefiores Zubiri, Ce-
laya y Puig Ferriol, referidas a los posibles criterios objetivos y rechazando la:
intervencién judicial propuesta en la.conclusién. Interviene también el profe-
sor Gonzalez Campos, quien sefiala que el régimen econdémico matrimonial es
uno de los posibles campos de conflictos a que puede dar lugar la existencia
de disparidad de vecindad civil entre los cényuges, pues, obviamente, tam-
bién se dardn éstos en el campo de las relaciones personales y sucesorio..
En Ja misma linea, se pronuncian por la supresién de la conclusién 3.* don
Luis Puig Ferriol vy dofia Alegria Borras. A la vista de ello, por la Presidencia
de la Mesa se pone a votacién de los reunidos la cuestién de si hay que man-
tener o no la conclusion 3.*, referida al régimen econémico matrimonial, de-
jando para después Ja votacién del texto de la misma. Se decide el mante-
nimiento de la conclusién 3.° por 44 votos a favor y 27 en contra, pudiendo,
visto el resultado de la votacién, los contrarios al mantenimiento de la con-
clusion, defender la enmienda en las sesiones plenarias.

A continuacién se pone a votacién un texto redactado por el profesor
Lacruz Berdejo para pasar, a ser la conclusién 3., el cual se limita a esta-
blecer que, para el supuesto de matrimonios con diferente vecindad civil, a
falta de pacto, su régimen econdémico serd determinado mediante criterios:
objetivos; el texto es aprobado por 42 votos a favor y 2 en contra.

Tras unos minutos de descanso, se entra en el estudio de la conclusién 4.2,
leyéndose una enmienda de los sefiores Masot, Alvarez-Sala, Pareja y Socias,
en la que expresan su disconformidad frente al hecho de que el extranjero
que adquiere la nacionalidad espafiola tenga ‘el derecho de optar por
Una vecindad civil; a juicio de los enmendantes, deberfan existir ciertos cri~
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terios, como, particularmente, la consideracién del lugar de residencia del
extranjero, que determinasen, de upa manera objetiva, la atribucién al
mismo de una vecindad civil. Toma la palabra don Rodrigo Bercovitz, apo-
yando la enmienda y sefialando que la vecindad civil ba de venir determina-
da por el punto de conexién determinante de la adquisiciéon de la naciona-
lidad. Coincide con tal argumentacion el sefior Gonzilez Campos, quien pre-
coniza ademds la sustitucién del férmino «nacionalizar» por «naturalizar».
La Ponencia introduce todas las susodichas enmiendas, y el texto definitivo
es aprobado por 53 votos a favor y ninguno en contra.

Se entra a continuacién en el estudio de la Conclusién 5.7, y se lee una
enmienda de los sefiores Celaya, Puig Ferriol y Masot Miquel propugnando
su supresion.

Toman la palabra cada uno de los enmendantes, propugnando el mante-
nimiento del sistema actual previsto por el Cédigo civil sobre adquisicién
de la vecindad civil, previendo, empero, la posibilidad de recuperacién de
la vecindad civil de origen. Hay intervenciones de los sefiores Alvarez Car-
ballo, Serena, Pérez Maynar, Valdivia, Fernandez y Bercovitz, dofia Pilar
Sénchez y dofia Ana Maria Navarro, planteando la problematica de la in-
migracién y el desconocimiento por parte de los inmigrantes de las cues-
tiones juridicas, y sefialando, algunos de ellos, que la vecindad civil es un
culto,.una manera de ser, de la que no se puede privar a las personas sin
€l concurso de su voluntad. Tras intervencién del sefior Gonzdlez Campos,
Ppropugnando un aplazamiento de la votacién, se producen nuevas interven-
ciones de los enmendantes sefiores Celaya, Puig Ferriol y Masot Miquel, en
-apoyo de sus puntos de vista. La Ponencia se manifiesta dividida sobre la
materia, pues mientras los sefiores Merino y- Serena son partidarios de man-
lener el texto original, el profesor Lacruz explica que la férmula propuesta
por los enmendantes ha sido fruto de una transaccién con los representantes
-de Catalufia, Baleares, Vizcaya y Alava, admitiendo éstos una posibilidad,
hoy no establecida en nuesira legislacién y que puede dar mucho juego,
<cual es la de la recuperacién de la vecindad civil de origen mediante la
simple declaracién de voluntad. )

Se pone a votacién, en primer lugar, el texto primitivo de la ponencia,
‘que es rechazado, por 30 votos a favor y 26 en contra, pudiendo, dado el
niimero de votos obtenidos, los partidarios de dicho texto, reproducir la
«cuestién en el pleno.

A continuacién, se pome a votacién el texto elaborado por el profesor
Lacruz, que es aprobado por 31 votos a favor y 25 en contra.

Y con ello termina la sesién de trabajo del dia 30 de octubre de 1981.

Iniciada la sesién del dia 31 de octubre de 1981, se pone a votacién la
‘composicién de la Mesa del Congreso, siendo aprobada por unanimidad una
candidatura formada por don José Luis Martiuez Gil, como Presidente, don
Adrian Celaya Ibarra, don Joaquin Abadia Escol4, don Diego Espin Canovas
y don Antonio Fernidndez Rodriguez.

Se pasa a continuacién al estudio de la conclusién 6.2, presentando una
enmienda don Javier Nagore Yarnoz, en la cual propugna que Se inserte en
la conclusién la consideracién de que no pueden afectar a Navarra las
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conclusiones de la ponencia en cuanto discrepen del conienido de su régi-
men foral. Se opone a dicha enmienda el profesor Gonzalez Campos, quien
sefiala que la cuestion de si la Constitucién afecta o no al Derecho Navarro
constituye un tema que es objeto de debate en la otra Seccién, y que, €n
su opinién, no hay base constitucional para mantener las tesis expuestas
por el sefior Nagore. Interviene a continuacién don Manuel Amorés Guardio-
la, para el cual el articulo 149,1,8 de la Constitucién debe ser tenido en
cuenta, sobrando en la conclusién la frase de que «existen suficientes ar-
gumentos». La Ponencia mantiene la redaccién en este punto, sefalando
que el articulo 149 se refiere a los conflictos y la conclusién a la vecindad
civil, acorddndose mantener la susodicha expresién de «existen suficientes
argumentos», por 58 votos a favor y uno en contra.

Se propone a continuacién por don’ Adridn Celaya eliminar la palabra
«todo» de la conclusién, manifestando la Ponencia su conformidad con ello.

Seguidamente, se somete a discusién una enmienda de don Jestus Maria
Alvarez Carballo, propugnando que sea competencia peculiar de cada uno de
los territorios determinar quiénes tienen derecho a ostentar la vecindad ci-
vil del mismo, a lo que se opone la Ponencia, siendo dicha enmienda recha-
zada por 64 votos a favor del acuerdo y 4 en contra.

A continuacién, la Ponencia redacta de manera definitiva la conclusién 6.2,
que es sometida a votacién y aprobada por 41 votos a favor y 20 en contra.
Puesta luego a votacién la redaccién original, sin supresiones de ningun
tipo, resultan 26 votos a favor y 29 en contra de dicha redaccién original,
la cual es asi rechazada, pero pudiéndose reproducir en el Pleno del Con-
greso.

Se enira después en el estudio de la conclusién 7.2, leyéndose una en-
mienda del sefior Celaya Ibarra sobre la conveniencia de enmarcar el tema
de la vecindad civil dentro de una ley de conflictos. Intervienen en favor
de la propuesta los sefiores Nagore y Gonzédlez Campos. La Ponencia pro-
pone introducir un segundo parrafo que haga referencia a ello. La Presiden-
cia de la Mesa acuerda que la conclusién 7 se votard tras el debate de
las conclusiones 84 y 9.2

Pasando al estudio de las conclusiones 8.2 y 9.2, se lee una enmienda de
los sefiores Celaya, Puig Ferriol y Masot Miguel, proponiendo un retogue
al texto de la conclusién 8.2

Intervienen los sefiores Bercovitz, Nagore y Pérez Maynar sefialando lo
dificil que resulta umir conceptos como el de vecindad administrativa, ba-
sado en la pura residencia, con el de vecindad civil, que se pretende basar
en la voluntariedad. Por el contrario, don Ravl Jiménez defiende el crite-
rio prictico de unir los conceptos de vecindad civil, vecindad administrativa
Y condicién politica.

Por la Ponencia interviene el profesor Lacruz Berdejo, quien se muestra
partidario de suprimir las conclusiones 8.2 y 94, por entender que se abor-
dan en ellas materias que inciden totalmente en el campo del Derecho
publico y que es peligrosa la unificacién de los conceptos antedichos, al
110 saberse la base conforme a la cual se realizaria dicha unificacién. Este



3% Anuario de Derecho civil

criterio es apoyado por los profesores Gonzilez ‘Campos vy Bercovitz en
sendas intervenciones.

Por el contrario, don Raul Jiménez entiende que, si bien parece justi-
ficada la supresiéon de las conclusiones 8.2 y 9.7, seria interesante que el Con-
greso se manifestara sobre si es 0 no conveniente la unificacién de los ires.
conceptos antedichos.

La Ponencia se manifiesta de acuerdo con esta idea.

A continuacién, y tras un descanso, se somete a votacién el texto de la
conclusién 7.%, que es aprobado por 75 votos a favor y cero en contra.

Se somete a votacién la cuestién de si se mantienen las conclusiones 8.*
y 9* con su texto inicial, lo cual es rechazado por unanimidad.

Se somete después a votacidn la supresion de las conclusiones 82 y 9.»
sin texto alternativo que las sustituya. Intervienen en el debate los sefiores
Betriti, Ana Maria Navarro y Valdivia. La Ponencia se manifiesta dividida,.
pues mieniras el sefior Merino considera positivo que se elabore un texto
alternativo en que se prevea como deseable la unificacién de la vecindad
civil y condicién politica, el profesor Lacruz Berdejo, por el contrario, con~
sidera que el tema no estd maduro para tomar una decisién tan importan-
te. La votacién arroja un resultado de 42 votos a favor de la supresién de
las conclusiones 8 y 9.2 sin texto alternativo que las sustituya, y 38 en
contra, pudiendo, por tanto, la cuestion ser reproducida en el Pleno.

Se pasa después a la votacién de los posibles textos alternativos, dado el
hecha de poder ser estimada en el Pleno la posibilidad de sustituir las con-
clusiones 8* y 9* por un nuevo texto. Puesto que el texto en cuestién ten--
dria que pronunciarse sobre la conveniencia o no conveniencia de unificar
vecindad civil y condicién politica, se somete en primer lugar un texto-
expresivo de la conveniencia de que se unifiquen ambos conceptos. El resul-
tado de la votacién es de 7 votos a favor del texto, 60 en contra y 23 abs-
tenciones.

A continuacién, se somete a votacién un nuevo texto expresivo de la mo
conveniencia de dicha unificacién, contabilizindose 30 votos a favor de dicho
texto, 33 en contra y 30 abstenciones.

Puede, por tanto, ser reproducida en el Pleno la pretensién de que las:
conclusiones 82 y 9. sean sustituidas por un texto alternativo en el que
se haga constar que no resulta deseable la unificacién de los conceptos de
vecindad civil y condicién politica.

Tras ellos, el Presidente de la Mesa da las gracias a los reunidos por su
buena disposicién e interés en los debates y levanta la sesidn.»

VI. Las sesiones plenarias del Congreso tuvieron lugar en la tarde del
sdbado, 31 de octubre, y en la mafiana del domingo, 1 de noviembre. Se
reunieron los congresistas en el Paraninfo de la Universidad de Zaragoza.
La Mesa que habja de dirigir las reuniones plenarias -—sumados los votos
de los comgresistas de ambas secciones— quedd integrada por don José
Luis Martinez Gil, como presidente y don Adridn Celaya Ibarra, don Joaquin
Abadfa Escold, don Diego Espfn Canovas y don Antonio Ferndndez Rodri-
guez, como vocales. La Mesa de Ponencia se compuso, sucesivamente, a la
hora de considerar las conclusiones tratadas en la Seccién 1* y 2.2, por las:



Vida juridica 397

mismas personas gque la integraron en estas secciones. Los congresistas
adscritos a los_distintos territorios con Derecho civil propio pasaron a elegir
a sus respectivos compromisarios o representantes, resuliando designados,
tras las correspondientes votaciones, los siguientes: por Aragén, don Jestus
Bergua Camoén, don Joaquin Sapena Tomas, don José Luis Moreu Ballonga,
don José Belled Heredia, don Pablo Casado Burbano, don Pedro Javier
Ayerbe Torres, doiia Pilar Sanchez Villuendas y don José Luis Lacruz Ber-
dejo; por Baleares, don José Cerdi Gimeno, don Juan Tur Serra, don Mi-
guel Masot Miquel, don Eduardo Martinez-Pifieiro Caramés, don Juan Al-
varez-Sala Walther, don Luis Pareja Cerd6, don Luis Garau Juaneda y don
Juan Socias Morell; por Catalufia, don José Betritt Cots, don José Casamit-
jana Costa, don Luis Puig Ferriol, dofia Alegria Borrias Rodriguez, doila
Encarna Roca i Trias, don Ramiro Tribo Boixerau, don José Lépez Liz y
don Carlos Juan Maluquer de Motes Bernet; por territorio de Derecho co-
min, don Rodrigo Bercovitz Rodriguez-Cano, don Gabriel Garcia Cantero,
«don Julio Diego Gonzalez Campos, don Carlos Lasarte Alvarez, don José To-
‘mas Bernal-Quirés Casciaro, don Antonio Remiro Brotons, don Rafael Arndiz
Eguren y don Antonio Reverte Navarro; por Galicia, don Jestis Maria Alva-
rez Carvallo, don Antonio Fernandez Rodriguez y don Ildefonso Sianchez
Mera; por Navarra, don Joaquin Abadia Escold, don José Arregui Gil, don
Javier Nagore Yarnoz, don Francisco Salinas Quijado, don Enrique Rubio
Torrano, don Carlos Martinez Aguirre, don Luis Pérez Chueca y don Anto-
nio Sayas Abengochea; por Vizcaya v Alava, dofia Isabel Ondia Berrojalbiz,
don Eduardo Barreda Fernindez, don Adridn Celaya Ibarra, don Jasone
Irarragorri Viquera, don Luis Carmelo Rojo Ajuria, don José Miguel Toledo
Ugarte, don Alvaro Navajas Laporte y don José Antonio Zarzalejos Nieto.

Tras una reflexién preliminar acerca de la subsistencia y vigor de los
Derechos forales amparados por la Constitucién, que realizara el Excmo.
sefior don Luis Martin-Ballestero y Costea —abundando en el mismo sen-
tido de su intervencién en la Seccién 12, que antes referimos—, se pasé a
la consideracién y aprobacién de conclusiones definitivas sobre el tema ob-
jeto de debate en la Seccién 12, esto es, el articulo 149,1,8 de la Comstitu-
cién, confirméndose por aprobacién del Pleno el texto de la conclusién pri-
mera resultante de la enmienda propuesta por don José Casamitjana Cos-
ta (8), aprobada en la Seccién 1.5

La Ponencia dictaminadora sobre el articulo 149,1,8 de la Constitucién,
de acuerdo a lo previsto en el Reglamento del Congreso, mantuvo en la se-
sién plenaria el texto original de la conclusién 2* de su dictamen, no obs-
tante haber sido aprobado, como conclusién, en la Seccién 12, el texto re-
sultante de la enmienda propuesta por don Carlos Lasarte Alvarez (9). Del
mismp modo, de acuerdo a la previsién reglamentaria del Congreso, la en-
mienda a la repetida conclusién 2.* del dictamen de la Ponencia, que formulara
don José Tomis Bernal-Quirds Casciario (10), pese a haber sido rechazada

en la Seccién 1, se reprodujo para su aprobacién plenaria, dado el por-
\“—_

(®) Véase anteriormente, pag. 386.

(C)] Véase anteriormente, pags. 386 y 387.

(10) Véase anteriormente, pag. 386.
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centaje de votos favorables obtenidos en la seccién. Tras intervenciones de
don Jesus Delgado Ecreverria, en representaciéon de la Ponencia, don Carlos
Lasarte Alvarez y don José Tomas Bernal-Quirds Casciario, en defensa de
sus respectivos textos formulados, se aprobd en el Pleno del Congreso el
texto original de la conclusién 2.2 del dictamen de la Ponencia, siendo re-
chazados los otros dos.

Con relacién a la.conclusion 5.2, la Ponencia mantuvo asimismo en la se-
sién plenaria el texto original de su dictamen, frente al resultante de la en-
mienda propuesta por don Jestis Lépez Medel (11}, aprobado como conclusién
en la Seccién 1.2 Se elevé también al Pleno la enmienda a la repetida conclu-
sién 5. del dictamen de la Ponencia, formulada por don Gabriel Garcia Can-
tero (12), enmienda que habia sido rechazada en la Seccién 1.2, si bien con
un porcentaje de votos favorables suficientes para su posible reproduccién
en las sesiones plenarias. Tras intervenciones de don Jestis Delgado Echeve-
rria, en representacién de la Ponencia, don Gabriel Garcia Cantero y don
Jestis Lépez Medel, resulté aprobado en el Pleno el texto original dictarni-
nado por la Ponencia. Don Jestis Lopez Medel manifesté ante la Mesa del
Congreso su actitud critica frente al sistema de funcionamiento del Congre;
so, previsto en su Reglamento, que permitia que un texto rechazado como
conclusién en la Seccién, en que votaban todos los congresistas a ella ads-
critos, fuese luego aprobado como conclusién definitiva del Congreso.

Habida cuenta del resultado de los debates de la Seccién* y de los
acuerdos adoptados, tras las intervenciones antes referidas, en el Pleno, las
conclusiones definitivas del Congreso de Jurisconsultos de Zaragoza sobre
el articulo 149, 1, 8 de la Constitucién quedaban ya determinadas. Sometido
a la aprobacién del Pleno el conjunto de las conclusiones establecidas, se
obtuvieron 35 votos favorables, 3 en contra y 11 abstenciones. Las conclu-
siones definitivas del Congreso sobre el articulo 149, 1, 8 de la Constitucién
quedarén, pues, formuladas en los siguientes términos: ’

«Conclusién 1.* Las Comunidades Auténomas pueden asumir en sus Es-
tatutos, como competencia exclusiva, la legislacién sobre el Derecho civil
foral o especial en ellas existentie, y asi lo han hecho las hasta ahora cons-
tituidas. Las Ieyes que al efecto emanen de las Comunidades Auténomas, den-
tro del ambito de su competencia, tienen el mismo rango y fuerza que las
leyes de las Cortes Generales, y estdn s6lo sujetas a la Constitucién y a los
preceptos de sus respectivos Estatutos de Autonomia.

Conclusidn 2.5 La competencia legislativa aludida no se restringe, en
modo alguno, a la situacién actual de las Compilaciones vigentes, lo que se-
rfa ya contradictorio con la idea misma de legislacién: legislar supone inno-
var. Los Derechos civiles forales o especiales constituyen cada uno un sis-
tema del que la correspondiente legislacién, e incluso la histérica, no es
sino expresién parcial, informado por principios peculiares que le propor-
clonan posibilidades de autointegracién., Hasta donde lleguen estos principios

(11) Véase anteriormente, pag. 388.
(12) Véase anteriormente, pag. 387.
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informadores, llega la competencia legislativa de las Comunidades Autoé--
nomas.

Conclusién 3.: Las Comunidades auténomas podrian desarrollar el Dere-
cho hoy vigente acomodandolo a las nuevas y cambiantes necesidades de la
sociedad, con la misma libertad con que las Cortes Generales pueden alterar
y modificar el Cédigo civil.

Conclusién 4. Se propugna que todos los territorios con Derecho civii
propio puedan disponer de su futuro a través de sus organos legislativos
libremente elegidos, evitandose de este modo una desigualdad injustificada..

Aun antes de contar con 6rganos legislativos, lo procedente es que no
se impongan a ningGn territorio con Derecho civil propio cambios en el
mismo distintos de los que voluntariamente acepte.

Conclusion 5.4 La Constitucién garantiza la pluralidad de regimenes ju-
ridicos civiles coexistentes en el territorio nacional, entendiéndolo no ya
como un problema, sino como un bien enriquecedor.

La Constitucién de 1978, a diferencia de otras anteriores, no establece
como un «desideratums» la unificacién del Derecho civil.

Conclusidn 6.°: A largo plazo —como conviene a una cuestién que los
siglos han sido configurando y, en muchos sentidos, complicando sélo la
libre manifestacién de la voluntad de los pueblos de Espafia con Derecho
civil propio, permitira la unificacién del Derecho civil en cuanto sea opor-
tuno en cada momento histdrico.

Conclusion 7. La Constitucién es garantia y limite de los Derechos civi-
les forales o especiales como lo es del resto del ordenamiento juridico es-
pafiol.

Las leyes de las Comunidades Auténomas en materia de Derecho civil
estdn subordinadas a los preceptos constitucionales y sujetas al control de
constitucionalidad en los mismos términos que las emanadas de las Cortes.
Generales. La eficacia derogatoria de la Constitucién respecto de cuantas
disposiciones se opongan a lo establecido en ella alcanza a las Compilacio-
nes vigentes, del mismo modo que a las demdas leyes espaiiolas.»

Con relacién al tema de la vecindad civil, objeto de debate en la Sec-
cién 2* del Congreso, las conclusiones aprobadas en la Seccién resultaron
luego aprobadas también, sin variaciones, en el Pleno. Las diversas enmien-
das formuladas en la Seccién 21, como textos alternativos a las conclusio-
nes allf aprobadas, que, aunque rechazadas en la seccién, habian obtenido-
en ella un porcentaje de votos favorables suficiente para su posible repro-
duccién en las sesiones plenarias (y que se mencionan en las pAginas
antériores referentes a los debates de la Seccidén 2.5 (13), fueron todas ellas,
huevamente rechazadas en el pleno. Sometidas a la aprobacién del Pleno.
las conclusiones adoptadas en la Seccidén 2., y referida la votacidn plenaria
al conjunto de ellas, fueron aprobadas por 38 votos a favor, ninguno en
contra y 11 abstenciones. Las conclusiones definitivas del Congreso de Ju-

————

(13) Véase anteriormente, pags. 393, 394, 395 y 396.
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risconsultos de Zaragoza sobre el iema de la vecindad civil quedaron, pues,
formuladas en los siguientes términos:

«Conclusion 1.; Partiendo del principio de igunaldad juridica entre los
cényuges, que se deriva de los articulos 14 y 32 de la vigente Constitucion,
debe desaparecer de la legislacién el criterio de que la mujer casada ad-
quiere necesariamente la vecindad civil de su marido.

De otra parte, sobre la base del criterio de unidad familiar, que igualmen-
te emana de la Constitucién, es aconsejable establecer criterios objetivos
tendentes al logro de una unidad de vecindad civil en el seno del matri-
monio.

Se respetard, en todo caso, la libre determinacidn de los cényuges para
mantener cada uno su propia vecindad civil, o para acogerse uno de ellos,
libremente, a la vecindad del otro.

Conclusion 2.°: La vecindad civil de los hijos menores serid la comin de
ambos padres. Si es ésta dlstlnta, determinardn la vecindad los padres de
mutuo acuerdo, igual para todos los hijos, sin que puedan clegir una dis-
tinta de la que ostentan el padre o la madre. En defecto de acuerdo, con-
viene establecer criterios objetivos.

Los hijos menores que, con consentimiento de sus padres, vivan con in-
dependencia de ellos, podrin tener vecindad civil distinta de la de sus pro-
genitores.

" Se entiende que la vecindad civil de los hijos menores deriva directa-
mente de la patria potestad y del «ius sanguinis», salvo, respecto de este
ditimo, en aquellos casos —hijos de padres desconocidos— en que sea impo-
sible su aplicacién.

Conclusidon 3. Para el supuesto de matrimonios con diferente vecindad
civil, en defecto de pacto, su régimen econdémico sera determinado median-
ite criterios objetivos.

Conclusién 4.~ La vecindad civil del extranjero que se naturaliza espafiol
debe determinarse en un régimen de absoluta y total igualdad entre todos
los sistemas juridico-privados territoriales, incluido el del Cédigo civil.

Los extranjeros que se naturalicen espafioles adquirirdn la vecindad civil
correspondiente al punto de conexién que haya sido causa determinante de
la concesién de la nacionalidad. Para los supuestos de naturalizacién pdr
carta de gracia, el extranjero gozard de un derecho de opcién para elegir
libremente cualquier vecindad civil.

Conclusidn 5.4 Deben conservarse los criterios del Cédigo civil, sobre ad-
quisicién y pérdida de la vecindad civil, completados con la posibilidad de
recuperar la vecindad de origen, que se haya perdido automditicamente o
voluntariamente, mediante un procedimiento sencillo y flexible que no exija
nueva residencia en el territorio de origen.

Conclusidn 6.%: Existen suficientes argumentos para concluir que el tema
de la vecindad civil no puede ser de la competencia legislativa de las dife-
rentes Comunidades Auténomas espafiolas, sino que, por el contrario, debe
ser de la competencia del Estado.
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Conclusién 7.%: Se hace necesaria la promulgacién de una ley general,
valida para todo el territorio espafiol, en la que, con criterios de igualdad
para todas las Comunidades espafiolas, se regule lo concerniente a la ve-
cindad civil. Una ley en cuya elaboracién tengan participacién todos los te-
rritorios con Derecho civil propio.

Sin embargo, y para evitar los problemas que produciria una regulacién
aislada de la vecindad civil, consideramos que dicha regulacién debe pro-
ducirse en el marco de una ley general de conflictos de Derecho interregio-
nal, cuya urgencia ya fue sefialada en el Congreso de 1946 y es reiterada
aspiracion de todos los juristas preocupados por los Derechos civiles terri-
toriales o forales.»

VII. En la misma mafana del domingo, dia 1 de noviembre, y en el
mismo Paraninfo de la Universidad de Zaragoza, tuvo lugar la solemne
sesién de clausura del Congreso, presidida por el Excmo. sefior Ministro d¢
Justicia, don Pio Cabanillas Gallas. Tras abrir la sesién, como Presidente
de la Mesa del Congreso, el Excmo. Sr. don José Luis Martinez Gil, pronun-
ciaron palabras de despedida y de congratulacién por el éxito de las Jorna-
das del Congreso don Adrian Celaya Ibarra, don Joaquin Abadia Escoli,
don Diego Espin Cinovas, don Luis Puig Ferriol, don Miguel Masot Miquel
y don Jestis Maria Alvarez Carvallo, en. nombre de los congresistas venidos,
respectivamente, desde Vizcaya y Alava, Navarra, territorios de Derecho co-
mun, de Baleares y Galicia. Intervino posteriormente el Ilmo. Sr. don José
Luis Lacruz Berdejo, como Presidente de la Comisién Ejecutiva del Con-
greso y en nombre de los jurisconsultos aragoneses, agradeciendo a todos
los congresistas su asistencia y su activa participacién en las jornadas del
Congreso. Acto seguido hablé el Ilmo. Sr. Presidente de la Diputacién Pro-
vincial de Zaragoza. Finalmente, el Presidente de la Mesa de la Sesién Ple-
naria del Congreso, Excmo. Sr. don José Luis Martinez Gil, dio la palabra
al Excmo. Sr. Ministro de Justicia, don Pio Cabanillas Gallas, quien cerrd
€l acto con una profunda disertacién acerca de los Derechos civiles territo-
riales, considerando su dimensién histérica y su previsible proyeccién fu-
tura, a partir de la actual Constitucién Espafiola.

VIII. Tras la clausura del Congreso, su Comisién Ejecutiva —de acuer-
do a lo previsto en el propio Reglamento del Congreso— habria de quedar
autométicamente constituida en Comisién encargada de la publicacién de
los trabajos del Congreso, con sus deliberaciones y acuerdos y las comuni-
caciones enviadas al mismo precedentemente por algunos congresistas.

Todo ello integrar4 —previsiblemente— un libro, que serd obra de ex-
traordinaria importancia, y deseamos que de pronta aparicion,
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A cargo de PEDRO DE ELIZALDE Y AYMERICH

I. DERECHO CIVIL
1. Parte General

1. ANDALUCIA. Aprobacién de su Estatuto de Autonomia.

Ley Orgdnica 6/1981, de 30 de diciembre («B. O. E.», de 11 de enero de
1982). ‘

A) Exposicién:

1. Constitucién de la Comunidad Auténoma: Andalucfa, como expresién de
su identidad histérica y en el ejercicio del derecho al autogobierno que la
Constitucién reconoce a toda nacionalidad, se constituye en Comunidad Auto-
noma. El territorio de Andalucia comprende el de los municipios de las ac-
tuales provincias de Almerfa, Cadiz, Cérdoba, Granada, Huelva, Jaén, Mélaga
¥ Sevilla (arts. 1 y 2).

2. Aplicacién del Derecho andaluz: a) Eficacia territorial: Las leyes y
normas emanadas de las instituciones de autogobierno de Andalucfa tendran
eficacia en su territorio (art. 9).

b) Condicién polftica de andaluces: Corresponde, a los efectos del presen-
te Estatuto, a los ciudadanos espafioles que, de acuerdo con las leyes gene-
rales del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de los muni-
cipigs de Andalucfa. (art. 8).

©) Reglas generales: El derecho propio de Andalucia es el aplicable con
breferencia a cualquier otro en el territorio andaluz. En todo caso, el de-
recho estatal tiene cardcter supletorio del derecho propio de Andalucfa.
\h————o

(*) Se refiere a las disposiciones publicadas en el periodo comprendido
entre los dfa 1 de enero y 31 de marzo de 1982, La Ley 1/1982, de 3 de marzo,
de la Generalidad de Catalufia, sobre Fundactones privadas, seri resefiada
en el préximo nimero de este ANUARIO.
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Cuando la competencia de la Comunidad Auiénoma consista en el desa-
rrollo o reglamentacién de la legislacién del Estado, las normas dictadas por
aquélla serdn de aplicacién preferente a cualquier otra de igual naturaleza y
rango {(art. 10).

d) Régimen -transitorio: Mientras las Cortes Generales no elaboren ias
leyes a que este Estatuto se refiere, y el Parlamento de Andalucia legisle so-
bre las materias de su competencia, continuarédn en vigor las actuales leyes
y disposiciones del Estado que se refieren a dichas materias, sin perjuicio
de que su desarrollo legislativo, en su caso, y su ejecucion, se lleven a cabo
por la Comunidad Auténoma, en los supuestos asi previstos en este Estatuto
(disp. trans. 1.%.

3. Competencias de la Comunidad Auténoma: La Comunidad Auténoma
de Andalucia tiene competencia exclusiva, de desarrollo y ejecucién, segtin los
casos, en las materias a que se refiere el titulo I del Estatuto (arts. 13 a 23).

4. Organizacién de la Comunidad Auténoma: El autogobierno de Andalu-
cia se organiza politicamente en la Junta de Andalucia, integrada por el Par-
lamento, el Consejo de Gobierno y el Presidente (art. 24, p. 1).

5. Administracién de Justicia: a) Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucia: Es el érgano jurisdiccional que, sin perjuicio de la jurisdiccién que co-
rresponde al Tribunal Supremo, culmina la organizacién judicial en el te-
rritorio andaluz. En su estructura y organizacién se integran formalmente
las Audiencias Territoriales de Granada y Sevilla (arts. 24, p. 2 y 48).

b) Competencia de los érganos jurisdiccionales de Andalucia: Se extiende,
en el orden civil, a todas las instancias y grados, con excepcién de los re-
cursos de casacién y revisiéon., En las restantes materias se podra interponer,
cuando proceda, ante el Tribunal Supremo, el recurso de casacién o el que
corresponda segin las leyes del Estado y, en su caso, el de revisién (art. 49).

6. Régimen de Notarios 'y Registradores de la Propiedad y Mercantiles:
Seran nombrados por la Junta de Andalucia de conformidad con las leyes
del Estado y en igualdad de derecho, tanto si los aspirantes ejercen dentro
como fuera de Andalucia (art. 53).

Observaciones.

1. El Estatuto andaluz es el cuarto de los promulgados (anteriormente lo
fueron los de Catalufia, el Pais Vasco y Galicia) y el primero en que la Co-
munidad Auténoma no recibe competencia en materia de Derecho civil, ya
que no se integra en ella minguna regién foral (cfr. art. 149, p. 1, n°® & de
la Constitucién).

2. Del texto del Estatuto vamos a destacar dos preceptos: 1) El articulo
10, parrafo segundo, que afirma la aplicacién preferente de la normativa an-
daluza dictada en desarrollo. o reglamentacién de la legislacion estatal, cuyo
sentido es claramente contrario a las corrientes doctrinales potenciadoras de
la regla de prevalencia del derecho estatal sobre el regional.

¥ 2) El articulo 49, apartado 2, que, de forma imprecisa, se remite a «las
restantes mateérias» abriendo la posibilidad de recurrir ante el Tribunal Su-



